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			Presentación

			En su visión de consolidarse como un referente académico nacional y regional en la formación integral de las personas, la Pontificia Universidad Católica del Perú ha decidido poner a disposición de la comunidad la colección jurídica «Lo Esencial del Derecho». 

			El propósito de esta colección es hacer llegar a los estudiantes y profesores de derecho, funcionarios públicos, profesionales dedicados a la práctica privada y público en general, un desarrollo sistemático y actualizado de materias jurídicas vinculadas al derecho público, al derecho privado y a las nuevas especialidades incorporadas por los procesos de la globalización y los cambios tecnológicos.

			La colección consta de cien títulos que se irán publicando a lo largo de varios meses. Los autores son en su mayoría reconocidos profesores de la PUCP y son responsables de los contenidos de sus obras. Las publicaciones no solo tienen calidad académica y claridad expositiva, sino también responden a los retos que en cada materia exige la realidad peruana y respetan los valores humanistas y cristianos que inspiran a nuestra comunidad académica.

			«Lo Esencial del Derecho» también busca establecer en cada materia un común denominador de amplia aceptación y acogida, para contrarrestar y superar las limitaciones de información en la enseñanza y práctica del derecho en nuestro país.

			Los profesores de la Facultad de Derecho de la PUCP consideran su deber el contribuir a la formación de profesionales conscientes de su compromiso con la sociedad que los acoge y con la realización de la justicia. 

			El proyecto es realizado por la Facultad de Derecho de la PUCP bajo los auspicios del equipo rectoral.

		


		
			PRÓLOGO

			El presente libro pretende introducir a lector en el complejo mundo del derecho y la regulación de las telecomunicaciones —o comunicaciones electrónicas, como actualmente se les denomina—, por lo que se ha estructurado en diez capítulos en los que son tratadas distintas figuras jurídicas y mecanismos de regulación de relevancia para la prestación del servicio público de telecomunicaciones.

			Así, en el primer capítulo revisamos los principales antecedentes y condicionantes políticas y económicas del proceso de privatización del servicio público de telecomunicaciones en el Perú, en el segundo capítulo identificamos el marco jurídico básico de la actividad de telecomunicaciones y en el tercer capítulo presentamos los sujetos vinculados a la actividad: la administración o autoridad, los operadores y los usuarios o abonados.

			En el cuarto capítulo realizamos un análisis de los títulos habilitantes, derechos y obligaciones requeridos para prestar servicios de telecomunicaciones, para luego, en el quinto capítulo, estudiar las características y régimen normativo de los mecanismos por los que un operador puede acceder efectivamente a la actividad.

			El sexto capítulo expone una mirada a los recursos escasos necesarios en la actividad (el espectro radioeléctrico y la numeración), así como a su marco normativo. En el sétimo capítulo tratamos la problemática de la instalación de las infraestructuras necesarias para ella y en el octavo capítulo nos aproximamos a los principales aspectos característicos de la regulación de las tarifas y las tasas aplicables al servicio público. 

			En el noveno capítulo identificamos brevemente los mercados de telecomunicaciones, así como las medidas que buscan promover la competencia en los mismos y en el décimo capítulo hacemos una caracterización jurídica del servicio universal en el Perú y su régimen jurídico.

			Antes de finalizar, queremos dejar constancia del carácter divulgativo que tiene esta obra y de que las fuentes que el lector puede consultar con el objetivo de ampliar las temáticas aquí expuestas son múltiples y en permanente actualización. Por tanto, este libro es puesto a su disposición como una vía que le permita vincularse a una temática que evoluciona día a día y que plantea nuevos retos en su estudio.

		


		
			INTRODUCCIÓN

			1.	El inicio del servicio público en la República y la primera legislación: la telegrafía y la telefonía

			Si queremos hablar del inicio de los sistemas de comunicación modernos en el Perú, debemos remitirnos a la instalación del primer telégrafo. El servicio telegráfico comenzó a prestarse en el Perú en 1857 sobre la base de la concesión del privilegio de explotación otorgada por el decreto del 6 de marzo de ese año para que dicho servicio se estableciera entre Lima y el Callao, y entre la capital y Cerro de Pasco. 

			El tendido se fue ampliando a partir de 1867 y, gracias al contrato celebrado entre el Estado y la Compañía Nacional Telegráfica —conforme se refleja en la ley autoritativa del 14 de noviembre de 1868—, quedaron conectadas varias ciudades de la costa peruana como Lima, Chancay, Huacho, Casma, Santa, Trujillo, San Pedro, Chiclayo, Lambayeque y Paita. La siguiente década se conectaron ciudades como Lima-Puno-Arequipa, La Oroya-Cerro de Pasco y Jauja-Ayacucho. 

			Las comunicaciones telegráficas internacionales se iniciaron en 1875, cuando se tendió el cable submarino entre el Perú y Chile; solo tres años después las comunicaciones entre el Perú y Londres eran una realidad.

			En 1877 se produjo un cambio importante ya que, a través de la resolución legislativa del 5 de febrero del mismo año, se declaraba el servicio telegráfico como un «servicio nacional, que correrá a cargo del gobierno nacional […]», lo que posteriormente fue refrendado en términos similares a través de la ley del 17 de agosto de 1878. De esta manera se producía una reserva en exclusiva a favor del Estado para la prestación de este servicio, para lo que se organizó la Dirección General de Telégrafos como ente administrativo a cargo de la gestión del servicio.

			Sin embargo, pasarían solo unos meses hasta que por decreto del 16 de noviembre de 1886 se decidiera que la explotación y administración del servicio de telégrafos, al que se le sumó también el servicio telefónico, podían correr por cuenta de particulares, sin perjuicio de lo cual se mantuvo el carácter nacional de los telégrafos y se estableció lo mismo respecto de los teléfonos, de manera que el Estado permaneció como titular de ambos servicios y tenía a su cargo la supervisión del mismo.

			Al abrirse la posibilidad de que los particulares presten ambos servicios, llegaron a otorgarse hasta nueve títulos habilitantes para establecer líneas de teléfonos de empresas y negocios, pero recién en 1888 la Compañía Telefónica Peruana, la West Coast Telephone Company y la Peruvian Telephone Company anunciaron su participación.

			El 13 de setiembre de 1888, la Peruvian Telephone Company inició la prestación del servicio público entre Lima y el Callao. La siguiente década vio la expansión del teléfono en por lo menos veinte negocios comerciales agrícolas y urbanos en localidades de Trujillo, Chincha, Cañete, Piura, Ica y Pisco. En pocos años la empresa logró hacerse con el principal mercado, el mismo que explotó hasta 1920. 

			La tónica de todo el período final del siglo XIX y los primeros años del siglo XX en relación con la organización del servicio de teléfonos será la utilización de la concesión para atribuir su gestión a empresas privadas1. Al empezar el siglo XX, había dieciséis tableros conmutadores en uso en Lima, pertenecientes a la Peruvian y algunos otros pertenecientes a las compañías que operaban en el resto de los departamentos.

			En el Perú, si bien la expansión del servicio continuó sin parar, su calidad no seguía los pasos del avance tecnológico. El mundo en esos años asistía ya a la instalación en las principales ciudades de conmutadores automáticos y en el Perú aún no había planes al respecto: o se atendía a la demanda del público o se expiraba sin remedio. 

			Este último fue el gran dilema en 1919, al fin de la República Aristocrática, el mismo que fue resuelto con la liquidación de la compañía norteamericana. Aquel mismo año, con la entrada de Leguía en el gobierno, terminó una época para la telefonía en el Perú.

			2.	La extensión de las telecomunicaciones y su desarrollo legislativo en el siglo XX (1920-1989)

			Con la Patria Nueva (1919-1930) se inició también una nueva etapa para la telefonía. En 1920 se fundó la Compañía Peruana de Teléfonos (CPTL) con capitales nacionales para suplir a la fenecida Peruvian. En estos años se creó también la Compañía Nacional de Teléfonos (CNT) para explotar el servicio en el norte del Perú, así como la Sociedad Telefónica del Sur, con sede en Arequipa.

			La CPTL debió hacerse cargo de las demandas de la modernización del servicio telefónico que surgió en los años veinte, proceso que, por la gran inversión que requería, se hizo particularmente difícil hacia el año 1929 por la conocida crisis económica mundial, lo que obligó a la CPTL a vender la mayoría de sus acciones a la Internacional Telephone & Telegraphe Corporation (ITT) en 1930.

			La presencia de la ITT significó el inicio de un nuevo ciclo empresarial en el Perú al instalarse la primera central de conmutación automática en Lima, que supuso el desarrollo de un proceso de conversión del sistema telefónico a operación automática. Para el año 1936 había en Lima más de 20 000 líneas telefónicas, cinco veces más que en 1920.

			El proceso de crecimiento del servicio continuó y ello obligó al Estado a reorganizar los servicios de telégrafo y teléfonos —que para esos años ya estaban comprendidos en el término «telecomunicaciones»—, por lo que, vía la ley 10568 del 5 de mayo de 1946, se autorizó al Poder Ejecutivo a realizar un proceso «para reorganizar los Correos y Telecomunicaciones de la República», producto de lo cual debía presentarse en la legislatura siguiente un proyecto de ley sobre correos y telecomunicaciones. 

			Para 1955, el número de teléfonos instalados en el Perú llegó a 47 061, la expansión del servicio telefónico incluía, por cierto, la instalación de centrales privadas, tanto manuales como automáticas. Con la expedición de la resolución suprema 3425, del 23 de enero de 1956, se abrió una nueva etapa en el desarrollo de la telefonía en el Perú y de la CPTL (controlada por la ITT), ya que fue la base para el gran crecimiento del trienio 1956-1958 en el que se instalaron 23 127 teléfonos en Lima, es decir, un 50% de todo lo instalado en más de 60 años.

			Sin embargo, en los siguientes años, el crecimiento demográfico derivó en un estancamiento de largo plazo que motivó la preocupación del gobierno, que se reflejó en la expedición del decreto ley 14198, del 31 de agosto de 1962, por el que se creó la Junta Permanente Nacional de Telecomunicaciones con el objetivo de desarrollar una «política de renovación y unidad de Telecomunicaciones en el país» y cuyas funciones podían resumirse en la dirección, planeamiento, coordinación, asesoría, representación, realización de estudios y control en todos aquellos asuntos relacionados con las telecomunicaciones. 

			Solo un par de años después, mediante la ley 15097, del 15 de julio de 1964, se derogaba la ley 14198 y se creaba la Nueva Junta Permanente Nacional de Telecomunicaciones, entidad a la que se ampliaron las competencias, «con el objeto de fijar y aplicar tarifas justas y razonables», en las funciones de control administrativo sobre las empresas prestadoras de servicios. Asimismo, se le constituyó, en última instancia resolutiva, de las quejas y denuncias formuladas por los usuarios referidos a la prestación del servicio.

			A esta norma le siguió otra muy importante, la ley 15976, del 14 de enero de 1966, en la que se dispuso que los servicios de telecomunicaciones no podían ser materia de concesión exclusiva, a partir de lo cual se estableció la obligación de interconexión de manera que se permitiera «que todo usuario del servicio se pueda comunicar con cualquier otro usuario del país sin distinción de la empresa de la que sea abonado y sin necesidad de otra línea o aparato telefónico».

			De otro lado, la citada ley estableció el principio de igualdad de trato (impuestos y condiciones de prestación del servicio) a todas las empresas que operaban servicios públicos locales, exceptuándose la concesión de beneficios especiales a alguna de ellas, salvo que tuvieran la calidad de sociedades cooperativas, que contaban con una serie de beneficios que estaban señalados en la ley 15260.

			Una vez vigente la normativa, los cambios no se hicieron esperar. El 12 de agosto de 1967 se firmó el contrato de concesión entre el gobierno peruano y la CPTL, en el que además se tomó previsión de la necesaria «peruanización» de la compañía, para lo cual se estableció un plazo de cinco años.

			A pocos días de suscrito el contrato, la CPTL cambió su denominación por la de Compañía Peruana de Teléfonos Sociedad Anónima (CPTSA) en cumplimiento de la ley 16126, Ley de Sociedades Mercantiles.

			Los cambios en la expansión de servicio también se produjeron. Las cifras de crecimiento del trienio 1967, 1968 y 1969 eran significativas: el número de teléfonos en Lima llegó a 142 879. En provincias, la modernización del servicio telefónico también se dio, pero con los mismos inconvenientes que en su momento se presentaron en Lima. El gran salto se dio a partir de la segunda mitad de los años cincuenta con el inicio de la automatización en Chimbote, el año 1958, en que se renovaron algunas de las centrales manuales y se hicieron sucesivas ampliaciones para cubrir la demanda cada vez más creciente.

			Este último fue el caso de la CNT, cuyo programa de expansión (1958-1964), además de la instalación de centrales automáticas en seis ciudades del país, incluyó la instalación de equipos de onda portadora y la red dorsal de microondas. Fue el momento en que se inauguró el discado directo de larga distancia. 

			Hacia 1967 era evidente el notable crecimiento del servicio: 139 341 km de circuitos y 30 748 teléfonos. Dentro de este panorama fue que se expidió la ley 17869 del 28 de octubre de 1969, a través de la cual se inició el proceso de nacionalización de la empresa CPTSA al declararse de «necesidad, utilidad y seguridad públicas y de preferente interés nacional la adquisición de las acciones de propiedad de la Internacional Telephone and Telegraph Sud America en la Compañía Peruana de Teléfonos […]», estando prevista la suscripción de un Convenio de Condiciones Básicas que sería el canal a través del cual se produciría la nacionalización definitiva de la CPTSA.

			Antes de la firma del contrato por el cual las acciones de la ITT fueron traspasadas al Estado —que se produjo el 25 de marzo de 1970— se expidió el decreto ley 17881, del 7 de noviembre de 1969, a través del cual se aprobaba la ley de organización y funciones de la Empresa Nacional de Telecomunicaciones del Perú - Entel Perú, como organismo público descentralizado del Ministerio de Transportes y Comunicaciones, al que se le encargaba tomar a su cargo, en forma progresiva, la explotación de las servicios públicos de telecomunicaciones, con algunas restricciones en lo que a telefonía local se refiere.

			Como producto del proceso en el que el Estado peruano asumía el rol de prestador de servicios económicos a través de la creación de empresas públicas, fue dictado el decreto ley 19020 del 9 de noviembre de 1971, Ley General de Telecomunicaciones, y se produjo la integración de la Compañía Nacional de Teléfonos S.A. (norte) y de la Sociedad Telefónica del Perú S.A. (sur) a Entel Perú S.A.

			La nueva ley de telecomunicaciones significó un paso importante para la consolidación del progreso tecnológico de las telecomunicaciones en el Perú, ya que fue la primera en regular de forma general dicha actividad y consagrar la titularidad estatal sobre la misma, así como la potestad de «disponer, regular y controlar el empleo del espectro electromagnético». Asimismo, debemos destacar la inserción del principio de universalidad, regulado como una obligación del Estado de «hacer llegar los servicios de telecomunicaciones a todo el territorio nacional».

			Por otro lado, se instauró como competencia de la administración pública establecer la normativa de fabricación y homologación de equipos de telecomunicaciones. Con respecto a su ámbito de aplicación, la norma comprendía no solo los servicios de telefonía dentro del ámbito de las telecomunicaciones, además reguló los servicios de radiodifusión (radio y televisión) y el servicio de radioaficionados. 

			Es importante destacar también la regulación de los títulos habilitantes (autorizaciones, permisos y licencias) para la prestación de servicios de telecomunicaciones; de las obligaciones de los que recibieron dichos títulos, como proporcionar información, pagar una tasa anual correspondiente al título habilitante otorgado y otra correspondiente al 1% del ingreso bruto del prestador destinada a desarrollar los servicios públicos de telecomunicaciones del país; y el uso correcto de las frecuencias asignadas. Asimismo, se estableció la competencia del Ministerio de Transportes y Comunicaciones de fijar y regular la tarifa de los servicios, así como de realizar las inspecciones técnicas de las instalaciones destinadas a los servicios de telecomunicaciones.

			La norma regulaba también aspectos vinculados con el régimen aduanero y crediticio aplicable a la actividad, lo referido a las servidumbres y expropiaciones, investigación y capacitación, sobre los funcionarios del sector, así como respecto al régimen sancionador. 

			Otro de los hechos importantes de esta etapa fue la implementación, en 1975, de la Red Nacional de Télex y la suscripción del convenio de la Unión Internacional de Telecomunicaciones (UIT). En los años siguientes se produjo un importante desarrollo de los servicios de telecomunicaciones en el ámbito de los distintos departamentos del Perú con la instalación de las primeras centrales digitales; sin embargo la producción legislativa no fue abundante, solo destacó la suscripción del Convenio Constitutivo de Organización Internacional de Telecomunicaciones Marítimas por Satélite (Inmarsat) en 1987.

			En el contexto latinoamericano la situación del Perú frente a la de sus vecinos era bastante similar, ya que en las décadas de 1960 y 1970, en la mayoría de dichos países se trató de consolidar empresas públicas a cargo de los servicios de telecomunicaciones bajo diversas formas institucionales, lo que produjo algunos resultados significativos, como un incremento del paquete total de servicios (por ejemplo, el incremento del número de líneas telefónicas en operación) y la extensión de los servicios a las localidades menores, normalmente descuidadas. 

			Hacia comienzos de la década de 1980 era visible que la estrategia de desarrollo a través de empresas estatales estaba agotándose y que estas eran incapaces de satisfacer la demanda de servicios, aunque se reconocía que el negocio podía ser perfectamente rentable. El derrotero económico de esos años marcará con signo negativo el desarrollo del sector, en el que poco a poco, durante los primeros años de la década de 1990, se abrieron paso medidas para su reestructuración junto con la de los otros sectores económicos (privatización).

			3.	La separación de la normativa de radio y televisión de la normativa de telecomunicaciones

			Pasaron algunos años para que, siguiendo el camino de otros ordenamientos jurídicos, con la aprobación de la ley 28278, Ley de Radio y Televisión (LRT), se produjera la separación de la reglamentación de los servicios de radiodifusión (radio y televisión de señal abierta), así como la gestión y control del espectro radioeléctrico atribuido a dichos servicios, de la normativa general de telecomunicaciones. 

			Desde el año 2004, la LRT regula la prestación de los servicios de radiodifusión sonora y de televisión en señal abierta, los mismos que han sido calificados por la legislación como servicios privados de interés público, cuya prestación puede estar a cargo de una persona natural o jurídica, privada o pública, a través de la emisión de señales que son recibidas directamente por el público en general. El contenido normativo y la caracterización jurídica de los servicios de radiodifusión no serán parte del contenido de esta obra.

			

			
				
					1	La utilización de la técnica de la concesión contrasta con la evolución que, en el mismo tiempo, experimentaron los mismos servicios en casi todos los países europeos: se pasó paulatinamente de la concesión a la gestión directa, y se acordó la reversión de las concesiones, incluso sin indemnización, por razones de interés político y defensa nacional.

				

			

		


		
			Capítulo 1
PRIVATIZACIÓN DEL SERVICIO PÚBLICO
DE TELECOMUNICACIONES EN EL PERÚ

			1.	Antecedentes históricos: los años noventa y la situación del sector antes de su privatización 

			Para entender el proceso de privatización de los servicios de telecomunicaciones en el Perú resulta necesario retomar el hilo histórico de la introducción, lo que permitirá entender el desarrollo del sector en años previos a la adopción de dichas políticas.

			1.1.	La problemática situación económica del sector

			En los años noventa, la situación en el Perú era la de una aguda crisis económica en la que coexistían la hiperinflación más elevada de la historia, déficit fiscal y externo, niveles decrecientes de ahorro e inversión y reservas internacionales netas de signo negativo, con la falta de seguridad jurídica en su sistema normativo.

			El rol del Estado se caracterizaba por su creciente intervención en la economía y porque había asumido el papel de empresario en las principales áreas de carácter económico. El sector de las telecomunicaciones era una de las principales actividades económicas en la que el Estado intervenía a través de sus empresas CPTSA y Entel Perú.

			El manejo de las empresas estatales de telecomunicaciones distaba de ser empresarial por la falta de competitividad y de agilidad en el proceso de toma de decisiones en su gestión: su dirección carecía de autonomía en casi todas las áreas (inversiones, personal, compras, comercialización y financiamiento). Adicionalmente, existían interferencias políticas que atentaban contra la su viabilidad, tales como mantener precios bajos artificiales por los bienes y servicios producidos, así como un exceso en la contratación de personal.

			Las políticas de precios y tarifas subsidiados eran patentes en los servicios públicos de telecomunicaciones, lo que daba como resultado un deterioro significativo en CPTSA y Entel Perú, y redundaba directamente en el déficit fiscal.

			Como consecuencia del proceso iniciado a finales de los años sesenta, el sector de las telecomunicaciones y su marco jurídico tenían un carácter estatalista, así como el funcionamiento de CPTSA y Entel Perú que mantenían el monopolio de la telefonía local dentro de sus áreas de concesión. Asimismo, Entel Perú mantenía el monopolio del servicio portador de larga distancia.

			La CPTSA era una empresa de accionariado difundido que operaba con exclusividad el servicio de telefonía local fija en Lima Metropolitana y el Callao. Hasta 1980 fue gestionada por el Estado, que poseía el 19,9% de las acciones, pero pasó después a ser gestionada por un grupo de representantes de usuarios de la empresa, mediante la creación de un régimen especial.

			Por su parte, Entel Perú era una empresa con el 100% de accionariado estatal encargada del servicio portador de larga distancia nacional e internacional, así como del servicio de telefonía fija para todo el Perú, con excepción de Lima Metropolitana y el Callao.

			La capacidad de operación de ambas empresas se redujo drásticamente y el nivel de servicio era deplorable, debido a los problemas financieros del país y a las difíciles condiciones de seguridad para las redes ante los ataques de los grupos armados.

			Adicionalmente, en los años noventa entró en la prestación de servicios de telecomunicaciones móviles (celulares) una tercera empresa, Tele 2000. Esta empresa funcionaba con la concesión que le fuera otorgada en 1982 a la Empresa Difusora Radio Tele S.A., en virtud de ser una empresa estatal asociada en la que el Estado era propietario del 25% del capital social.

			1.2 	La oferta de servicios de telecomunicaciones antes de la privatización

			Antes de la privatización, el Perú estaba prácticamente incomunicado: la «teledensidad» o penetración telefónica, medida en líneas por cada 100 habitantes, era equivalente a 2,94 en 1993, mientras que la teledensidad promedio para el grupo de países con renta similar a la del Perú era de 9,19 líneas por 100 habitantes. La baja penetración telefónica traía como consecuencia que menos del 15% de la población accediera al servicio telefónico2.

			Esto último, tenía su origen en la escasa expansión de la red telefónica durante los años precedentes. El lento crecimiento de la red telefónica obedecía a la baja inversión en el sector, lo que ocurría principalmente porque desde 1983 el Estado peruano dispuso que las empresas estatales dejaran de pagar sus deudas contraídas en el extranjero, por lo que dejaron de ser sujetos de crédito en el mercado financiero internacional. Asimismo, porque la retracción de los ingresos fiscales limitó severamente el gasto en infraestructura y porque las tarifas —especialmente en telefonía local fija— eran fijadas por debajo de los costos operativos, lo cual hacía que las empresas no pudieran contar con los márgenes mínimos para financiar sus planes de expansión.

			Producto del permanente intervencionismo en la fijación de tarifas que priorizaba objetivos políticos antiinflacionarios o recaudatorios, antes que el de generar los recursos necesarios para un desarrollo adecuado del sector, se generó un sector de telecomunicaciones incapaz de atender las necesidades de comunicación del Perú, ya sea por la baja cobertura de los servicios, como por su pobre calidad. 

			La lógica de la estructura tarifaria del servicio telefónico fijo se sustentaba en el subsidio de algunos servicios —como el consumo mínimo del servicio local— mediante elevadas tarifas en otros servicios como el de larga distancia internacional. Dicha situación generaba, a su vez, un subsidio a los consumidores residenciales —quienes mayormente demandaban el servicio local— financiado con los ingresos generados por los consumidores comerciales, que eran usuarios intensivos del servicio de larga distancia internacional3. 

			En lo que respecta a la telefonía celular (móvil), esta apareció como una alternativa ante la escasez de líneas telefónicas, por lo que en sus primeros años tuvo un crecimiento explosivo, a pesar del alto costo de instalación por línea y las tarifas que era significativamente más elevadas que las de telefonía fija. El servicio comenzó a ser ofrecido por la empresa Tele 2000 en junio de 1990 dentro del área de concesión de la Empresa Difusora Radio Tele S.A. Asimismo, Entel Perú comenzó a ofrecer el servicio en Arequipa y Tacna en 1992, con lo que se creó un mercado duopólico de telefonía celular.

			Es frente a esta oferta de servicios que se decidió emprender una profunda reestructuración del sector de las telecomunicaciones con el objetivo de modernizarlo, satisfacer apropiadamente la demanda —incluyendo las regiones más atrasadas del país— y brindar servicios cuya calidad esté acorde con los estándares internacionales en el marco de una estructura tarifaria competitiva.

			En este sentido, se establecieron dos ejes de acción: el primero, fue el diseño de un nuevo marco legal para el sector de las telecomunicaciones que fuera moderno, transparente y flexible a fin de promover la inversión privada y la libre y leal competencia en el sector. El segundo fue la privatización de las empresas de telecomunicaciones con el fin de transferir CPTSA y Entel Perú a un operador telefónico de primer nivel mundial que asumiera la tarea de ejecutar la modernización, ya que la realidad mostraba que ni el Estado ni el sector privado nacional estaban en la capacidad de aportar los recursos necesarios para enfrentar las considerables inversiones que el sector requería para desarrollarse.

			1.3. 	El marco normativo

			1.3.1.	La legislación de telecomunicaciones

			La instalación de un nuevo gobierno a inicios de los años noventa trajo consigo las primeras manifestaciones de una política privatizadora y de una ideología de libre mercado, en la que el Estado promovía la participación del sector privado en la gestión de servicio —aunque conservando su titularidad— y asumía también un papel regulador.

			Con la delegación de facultades legislativas en materia de promoción de la inversión privada, que el Congreso efectuó en 1991 a favor del Poder Ejecutivo, se abrió la puerta para modificar el marco legal del sector telecomunicaciones y sentar las bases del proceso de su reestructuración económica. De esta forma, se conformó un equipo de trabajo para elaborar una nueva ley de promoción de las inversiones en telecomunicaciones que sustituyera a la ley 19020.

			El producto del trabajo de la comisión fue el decreto legislativo 702, del 5 de noviembre de 1991, a través del cual se declaró de necesidad pública el desarrollo de las telecomunicaciones y se aprobaron las normas de la promoción de la inversión privada en el sector. 

			Posteriormente, mediante los decretos leyes 26095 y 26096, del 28 de diciembre de 1992, se complementó el decreto legislativo 702, básicamente en lo concerniente al papel que cumplía el Estado en la actividad de las telecomunicaciones. Más tarde, todas estas normas fueron refundidas en un solo texto aprobado por el decreto supremo 013-93-TCC, al que se le denominó Texto Único Ordenado de la Ley de Telecomunicaciones, del 28 de abril de 1993, actualmente vigente (LTel).

			Entre los principales cambios que introdujo el nuevo marco legal están la eliminación de la exclusividad del Estado en el desarrollo de la actividad de las telecomunicaciones, la promoción de la libre competencia en todos los servicios de telecomunicaciones en los que fuera técnicamente posible la transferencia del protagonismo en el desarrollo y modernización de las telecomunicaciones al sector privado. 

			Otra de las cuestiones que se regularon fue la clasificación de los servicios públicos de acuerdo a consideraciones técnicas —nos referimos a los servicios portadores, teleservicios o servicios finales, servicios de difusión y servicios de valor añadido— y la clasificación vinculada con la utilización y la naturaleza del servicio —en cuyo caso se distingue entre servicios públicos, privados y privados de interés público (radio- difusión)—. 

			Asimismo, con el nuevo marco se creó el Fondo de Inversión en Telecomunicaciones (Fitel), con la finalidad de financiar los servicios de telecomunicaciones en zonas donde su explotación comercial no fuera rentable y fueran áreas rurales o de interés social. Para el financiamiento de tales actividades, la ley estableció que a las empresas de servicios públicos de telecomunicaciones les correspondía financiar el Fitel, a través de la transferencia de un porcentaje de sus ingresos, lo que implicó un gran cambio respecto de la legislación precedente, que asignaba a Entel Perú la responsabilidad de expandir la red básica de telefonía en dichas zonas en función de su disponibilidad de recursos.

			La nueva legislación también introdujo el concepto de la defensa de los intereses de los usuarios de telecomunicaciones, al establecer que todo concesionario de servicios públicos de telecomunicaciones debía tener procedimientos expeditivos y eficaces para solucionar los reclamos relativos a los servicios que se prestan.

			Junto con estas medidas, destaca la creación del Organismo Supervisor de la Inversión Privada en Telecomunicaciones (Osiptel), a cuyo cargo estaría la regulación del comportamiento de las empresas operadoras, así como las relaciones de dichas empresas entre sí, garantizar la calidad y eficiencias del servicio brindado al usuario y regular el equilibrio de las tarifas.

			Con esta nueva configuración institucional se reservó a los poderes públicos la misión de regular el mercado sectorial a fin de fomentar la competencia en la prestación de los diferentes servicios, promover su normal desenvolvimiento y defender los derechos de los usuarios. La acción pública se reorientó hacia a la supervisión y regulación de la actividad de telecomunicaciones desarrollada por los operadores privados, bajo el establecimiento de una serie de criterios en el precio, la cobertura, la calidad y la disponibilidad del servicio. Para cumplir con estos fines se asignaron una serie de competencias al actual Ministerio de Transportes y Comunicaciones (MTC) y al Osiptel.

			Al mes siguiente de expedirse la LTel, se dictó su reglamento, aprobado mediante el decreto supremo 06-94-TCC, del 11 de febrero de 1994 —que, luego de sucesivas modificaciones, es hoy el decreto supremo 020-2007-MTC, del 3 de julio de 2007 (RTel)—, en cuyo texto se desarrollan el contenido de los principios que regulan el mercado de telecomunicaciones, como son los de acceso universal, equidad, no discriminación y neutralidad. Además, el RTel precisa el alcance de la clasificación de los servicios de telecomunicaciones, enuncia las normas generales de interconexión de las redes de los servicios públicos de telecomunicaciones, regula el uso y control del espectro radioeléctrico, fija los derechos, tasas y cánones a pagar por las empresas que prestan servicios públicos de telecomunicaciones e indica los criterios de normalización de los equipos y aparatos de telecomunicaciones, entre otros.

			El marco normativo en telecomunicaciones —como se verá en detalle al tratar el tema de fuentes normativas— es complementado, además, por un conjunto de leyes y normas reglamentarias emitidas por el MTC y el Osiptel.
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